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    Presentación


    Desde hace unos años, la Corte Suprema de Justicia de la Nación argentina, en consonancia con otros tribunales superiores de la región, viene haciendo esfuerzos para fortalecer sus vínculos con la sociedad civil. Estos esfuerzos se deben, seguramente, a una conciencia de la tensión presente históricamente –y que tal vez se agravó en los últimos tiempos– en torno a los ideales del constitucionalismo y la democracia.


    Esta tensión se debe a razones bien conocidas: el poder político suele desafiar los límites que el constitucionalismo le fija, mientras que el poder judicial tiende a restar importancia a los deberes que la democracia le impone. De ahí que la doctrina contemporánea actual se muestre más que atenta a la aparición de novedades institucionales como las que en este libro se exploran, capaces de moderar las resistencias mutuas entre constitucionalimo y democracia.


    En nuestro país, la Corte Suprema exploró y puso en funcionamiento durante estos últimos años una amplia gama de alternativas reformistas, sobre todo luego de la grave crisis política, económica y social que jaqueó a la Argentina (y de distintos modos, a buena parte de la región) en 2001. Dicha crisis afectó seriamente la credibilidad del sistema político, y golpeó también, duramente, la legitimidad del máximo órgano judicial. De ahí la importancia especial en la búsqueda de alternativas de reforma. Entre las iniciativas examinadas por el tribunal, destacan la creación del Centro de Información Judicial (CIJ), las políticas de transparencia y las conferencias anuales promovidas por la propia Corte, la reglamentación y promoción de los amici curiae (la intervención de los “amigos del tribunal”), así como el papel cada vez más protagónico que se le ha concedido al litigio colectivo. En el marco de las propuestas buscadas, la celebración periódica de audiencias públicas representa, sin duda, el paso más significativo de todos los dados por la Corte Suprema en pos del reforzamiento de su perfil democrático.


    Por su enorme difusión en los medios de comunicación y su impacto en la sociedad, es probable que el lector tenga alguna noticia sobre estas audiencias. De las más resonantes, tal vez recuerde las celebradas a raíz de la contaminación del Riachuelo, en busca de remedios para esa catástrofe ambiental, las vinculadas con la sobrepoblación carcelaria o con la “Ley de Medios”, o bien las referidas a la fijación de tarifas en materia energética. Es decir que en algún punto, entonces, son conocidos los límites pero también la enorme potencia democrática de estas herramientas participativas.


    Las audiencias convocadas por la Corte sirvieron para que ciertos temas, en apariencia complejísimos, estuvieran al alcance de todos. También para profundizar en discusiones de relevancia pública, reconociendo el valor de las posiciones de las partes. Con ellas, y a través de ellas, fue posible comprender que también se aprende de aquellos con quienes más disentimos. Las audiencias, de este modo, pueden servir a propósitos múltiples y muy valiosos: desde brindar información esencial a funcionarios públicos que van a tomar decisiones de peso, pasando por dotar de legitimidad democrática a sentencias complejas, hasta jugar un papel extraordinario en términos de educación cívica.


    La obra que Miguel Ángel Benedetti y María Jimena Sáenz presentan al lector resulta, así, de una importancia notable. Ante todo, ofrece un estudio fino, riguroso, exhaustivo, de las audiencias celebradas hasta 2014 por el Máximo Tribunal. A partir de un enfoque atento al detalle, los autores analizan cada uno de estos eventos en un arco que va desde su convocatoria hasta su desarrollo pleno, examinando también sus efectos y alcances: ¿hasta qué punto impactaron sobre la decisión final del tribunal?, ¿incorporaron los jueces en sus votos lo que aprendieron en los debates?, ¿cambiaron sus posiciones tras el proceso de discusiones abiertas al público?


    La lectura que Benedetti y Sáenz brindan en estas páginas acerca de las audiencias echa luz sobre los detalles fascinantes de un universo de enorme riqueza, que no siempre reconocemos cercano, y cuyo análisis permite vislumbrar tanto la maravillosa potencia de esta herramienta democratizadora como los riesgos que pueden derivarse de su uso inapropiado (esto es, si las audiencias no se regulan debidamente, si no se eliminan los márgenes de discrecionalidad que todavía hoy pueden persistir en torno a ellas, etc.). Se trata, en suma, de una ayuda indispensable para conocer y evaluar ciertos intentos (más o menos exitosos, más o menos adecuados) de suturar las heridas democráticas que largas prácticas de abuso del poder o de violaciones de derechos han ido abriendo a lo largo de todos estos años.


    


    Roberto Gargarella


    Paola Bergallo


    Igualitaria (Centro de Estudios sobre Democracia y Constitucionalismo)

  


  
    Introducción


    El proyecto que terminó en estas páginas tuvo un comienzo lejano en febrero de 2007. Un martes de nota para agobiados abogados litigantes en el Palacio de Justicia porteño no era un día más para otros. Al ingresar a media mañana por la entrada principal, frente a la plaza Lavalle, por donde años atrás se agolparon airadas protestas contra la Corte Suprema, era imposible no cruzarse en el hall de la planta baja con un conjunto de personas que no parecían habituadas a transitar por allí: vecinos de la cuenca Matanza-Riachuelo y activistas sociales se hacían presentes para participar de una audiencia pública dispuesta por una nueva Corte y próxima a comenzar en el cuarto piso. Uno de ellos repartía panfletos preparados para la ocasión en los que expresaban sus puntos de vista, necesidades y propuestas; algunos se conservan hasta el día de hoy como testimonio de esas desacostumbradas presencias que hicieron escuchar su voz en los graves asuntos que los involucraban, ante los vestíbulos y estrados de la Corte.


    Con el correr del tiempo, bastaba leer algún diario para enterarse de que las convocatorias públicas continuaban debatiendo aquella cuestión así como otros asuntos relevantes. Esta manera de visibilizar el quehacer de la Corte, que habitualmente no se ve, incluidas las personas y los grupos ausentes en general del debate constitucional, pero que participaban de las audiencias, abría todo tipo de interrogantes. No sólo prometía nuevos modos de pensar y litigar ciertas disputas constitucionales ante sus estrados, sino que también anunciaba un nuevo rumbo en la imagen y el rol del Máximo Tribunal del país. Todo aquello constituía un eslabón clave de un proceso de cambio institucional más amplio, que incluía la apuesta a una nueva relación entre la sociedad, el derecho y las instituciones formales de justicia, que se inició cuando los primeros años del milenio dejaron atrás la década del noventa en medio de la gran crisis de representación y descrédito de los poderes públicos.


    Con el objeto de precisar estos interrogantes y brindar un contexto a esta apuesta, este trabajo ensaya una reconstrucción de la práctica de las audiencias públicas adoptada con cierta regularidad y extensión por la Corte Suprema de Justicia argentina desde el primer lustro del siglo XXI y por casi una década, mientras funcionó con una integración de siete miembros. En definitiva, las audiencias públicas supremas fueron un capítulo clave de aquella Corte que llegó a formalizarlas y oficializarlas con la emisión de la primera regulación mediante acordada en 2007.


    Cabe señalar que esta práctica en aquella Corte Federal no fue una invención local aislada, tampoco la mera adopción de una figura foránea. De varias maneras se inscribe en la larga tradición desplegada por la influyente Suprema Corte norteamericana de celebrar debates públicos sobre asuntos constitucionales. Asimismo, más recientemente, las audiencias públicas ingresaron a las prácticas de otros altos órganos jurisdiccionales de la región, como el Supremo Tribunal Federal (STF) de Brasil en temas de salud pública, o la Corte Constitucional de Colombia ante problemas de superpoblación carcelaria, de medio ambiente o sobre el desplazamiento forzado de personas (Gargarella, 2014a: 121). En ambos casos se incluyeron las audiencias a partir de cambios legales y constitucionales que procuraron cierta democratización de la tarea judicial.[1] Precisamente, el uso de las audiencias públicas en el espacio de tribunales superiores –junto con la intervención, como mencionamos, de sujetos en principio “ajenos” al proceso tradicional– es una de las manifestaciones más salientes de lo que se dio en llamar “constitucionalismo dialógico” (Gargarella, 2014a). En paralelo a su contemporánea implementación en el panorama constitucional regional, el sistema interamericano de protección de derechos humanos supo instalarlas como medio privilegiado de actuación de los dos órganos previstos en la Convención Americana de Derechos Humanos, la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


    Ante este amplio contexto, las audiencias públicas supremas que nos interesan aquí también continúan otros intentos de reforma y modernización de la justicia y otras instancias protectoras de derechos que se observan en la Argentina, sobre todo en las últimas décadas. Por un lado, no dejan de ser una tardía aplicación del conocido principio procesal de publicidad, presente desde siempre en los códigos procesales junto con la inmediación y la oralidad, pero ahora susceptible de potenciarse con las amplias posibilidades tecnológicas de difusión gratuita, simultánea y/o posterior.[2] En tal sentido, las audiencias públicas ya figuraron como mascarón de proa de las oleadas de reforma procesal penal a principios de los años noventa. Por otro, se las puede inscribir asimismo como parte de cierta tendencia participativa, complementaria de la búsqueda de publicidad, que supo desarrollarse en la Argentina luego de la reforma constitucional de 1994, dirigida a resguardar “nuevos” derechos allí incorporados por fuera de la judicatura. En efecto, desde entonces se observa en el país una creciente utilización de las audiencias públicas en distintos ámbitos institucionales a fin de ampliar canales de participación para que otras voces al menos expresen sus puntos de vista. Ello se puede advertir ante decisiones que afectan derechos de consumidores y usuarios (por ejemplo, sobre la fijación de tarifas y la renegociación de contratos de servicios públicos), derechos ambientales (como el impacto de actividades productivas o de infraestructura) o en los procesos de designación de altos funcionarios, incluidos los jueces de la Corte. En ese sentido, las audiencias públicas en general han sido en la Argentina contemporánea el bastión más visible de las reformas democratizadoras de la actividad decisoria judicial y de ciertos procedimientos vinculados a la efectividad de los derechos.


    En ese marco, la práctica de las audiencias públicas que desplegó la Corte Suprema, así como la acordada que en 2007 le dio estatuto formal, merecieron la atención de la doctrina constitucional, junto con el buen recibimiento por parte de la prensa del país. Sin embargo, todavía hay ciertos aspectos del fenómeno sobre los que no se ha profundizado hasta el momento, como una consideración integral y de conjunto de sus sentidos e implicancias efectivas. Esta es una de las aristas que intenta abordar la presente investigación: reconstruir aquella práctica para darle cierta inteligibilidad, brindar una aproximación de conjunto al perfil y a las dinámicas que presentaron las audiencias públicas, incluidas dimensiones tanto cuantitativas como cualitativas (cuándo, cómo, por qué, entre quiénes, para qué) que sean de alguna utilidad para próximas y mejores discusiones y propuestas.


    Esta reconstrucción y esta búsqueda de inteligibilidad asumen un problema y plantean una pregunta en el amplio campo de los estudios constitucionalistas sobre el rol de una Corte en una democracia, en especial para países que, como la Argentina, adoptaron el sistema de control de constitucionalidad a la norteamericana, que otorga a los jueces supremos la última palabra en materia de interpretación constitucional. Como es sabido, esta relación Corte-democracia no está exenta de tensiones agrupadas en la “dificultad contramayoritaria”: basta con advertir que, en tan elevada tarea, los jueces de la Corte Suprema –como el resto de los jueces– cuentan con escasa legitimidad democrática, dada su forma de elección, la larga duración de sus cargos y la ausencia de control inmediato de su actividad por parte de la ciudadanía (Gargarella, 1996). A ese notable “déficit democrático” cabe añadir que las decisiones de los jueces supremos al interpretar en última instancia la Constitución no gozan del “valor epistémico” que sí tiene el proceso democrático (Nino, 2003).[3] A su vez, dicha tensión se acentúa en los procesos judiciales eminentemente escriturarios y sigilosos, signados por la nula participación de la sociedad y la escasa información hasta que la Corte adopta una decisión judicial final.


    Ante estas dificultades, la pregunta es si la inclusión de audiencias públicas ante la Corte Federal puede señalar “¿una vía de salida?”, para recuperar un planteo general de Roberto Gargarella (2008: 163). Como se puede advertir, la pregunta no pretende superar el dilema que encierra la dificultad contramayoritaria –que, por otra parte, surgió en el contexto de una Corte como la norteamericana, que siempre incluyó a las audiencias–, sino testear si la práctica local apunta en la dirección correcta hacia una salida, si en efecto abrió el proceso de toma de decisiones judiciales a la participación y al diálogo conectados con el ideal democrático según el cual los afectados por una decisión tienen que ser escuchados. Es decir, si las audiencias públicas supremas pueden funcionar como una herramienta no sólo para visibilizar determinados problemas y sujetos, sino también para posibilitar que el propio titular de un derecho “hable por sí mism[o], con su propia voz”, según Jeremy Waldron (2000: 25), y ampliar la interpretación constitucional a otros participantes tradicionalmente excluidos de aquella y de la discusión pública en general.


    A la luz de este planteo, esta investigación procura tanto una reconstrucción como una reflexión sobre el acotado y dinámico objeto de las audiencias públicas ante la entonces considerada nueva Corte de siete integrantes. En esa búsqueda, no pretende ser una mera descripción ni tampoco una teorización. Es un acercamiento liminar a esta problemática en un período determinado, tanto desde el punto de vista descriptivo como interpretativo, a partir de algunos elementos teóricos provenientes sobre todo del campo constitucional, pero que también se nutre de otras perspectivas disciplinares. Seguramente, trabajos futuros completarán este esfuerzo.


    Antes de precisar la metodología que guía esta investigación, cabe destacar que aquí no se circunscribe a las audiencias públicas al visible “día en la Corte” en que se realiza el acto, y menos se las limita a un mero instrumento. En primer lugar, se las trata como una serie de pasos, momentos y actos sucesivos que en conjunto conforman un contínuum, desde que la Corte selecciona una causa para hacer en ella una audiencia pública hasta que la resuelve. Es decir, que aquella conocida expresión del “día en la Corte” es una síntesis de un tríptico secuencial: antes-durante-después. En segundo lugar, si bien su definitorio adjetivo de “públicas” las destaca como mecanismos que tienden a la transparencia y atenúan el sigilo escriturario judicial, aquí se las piensa como un contínuum de exhibición/ocultamiento y de oralidad/escritura, con distintos énfasis en cada una de sus fases o momentos. En tercer lugar y muy especialmente, se asume que la más innovadora y atractiva faceta de las audiencias se aloja en su potencialidad de promover el diálogo democrático entre las personas involucradas o afectadas por una decisión.


    Hecha esta aclaración, corresponde destacar que la interrelación entre la nueva Corte y su renovada práctica de las audiencias públicas demarca el período comprendido en estas páginas, en la medida que se inicia en algún punto de la paulatina conformación con siete miembros y termina cuando vuelve a disminuir su membresía. Preliminarmente, cierto problema metodológico implicó seleccionar el momento inaugural del período que se relevaría. Ante todo, como la idea era repasar la práctica que la nueva Corte instauró de forma gradual, fue claro que se debían desechar las esporádicas y episódicas audiencias públicas realizadas durante los años noventa e inicios del siglo XXI.[4] A su vez, se descartó ubicar el comienzo de la investigación en el dictado de la referida acordada de 2007, por dos razones: primero, porque la práctica de las audiencias públicas ante la Corte es previa a la acordada; segundo, porque se podría aprehender así un lapso suficiente para observar algunas tendencias a lo largo de los disímiles segmentos temporales, pre y postacordada. Así las cosas, como punto de partida concreto, todos los caminos condujeron al resonante caso “Verbitsky, Horacio s. hábeas corpus” (en adelante, “Verbitsky”), en el que se discutió la grave situación de hacinamiento en comisarías y cárceles bonaerenses. En principio, debido a su indudable importancia como precedente, ya resuelto con la firma de todos los recientes ministros que conformarían la nueva Corte; y sobre todo, por el alto impacto que habría de tener la propia realización de las audiencias previas en la decisión adoptada.


    Por su parte, el punto de llegada del período seleccionado también merece una aclaración. Se descartó ubicarlo en las dos jornadas de audiencias de 2013, las últimas en que estuvo el elenco completo de siete jueces supremos y, en cambio, se optó por extenderlo hasta la realización de las jornadas de audiencia pública de mayo de 2014, en el caso “Rodríguez, María Belén c. Google Inc. s. daños y perjuicios” (en adelante, “Belén Rodríguez”), a pesar de que entonces comenzaba a reducirse la composición del Alto Tribunal al cabo de casi una década: días antes de aquellas audiencias –las únicas que se realizarían en todo ese año– falleció una de sus miembros, que había formado parte de la convocatoria en abril de 2014.


    En suma, esta investigación comprende desde diciembre de 2004 hasta mayo de 2014. Entre ambos extremos, corresponde advertir desde ya que la megacausa referida en las primeras líneas, “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c. Estado nacional y otros s. daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)” –en adelante, “Mendoza” o “Riachuelo”–, marca el ritmo y la orientación de toda la práctica de las audiencias públicas ante la Corte, en la medida en que es la única que cuenta con tantas y tan particulares jornadas de audiencias a lo largo del período seleccionado, previas y post acordada de 2007. Sin embargo, también se advierte que este trabajo no se detiene específicamente en otras múltiples innovaciones de esa compleja causa o de cualquiera de las otras, salvo en lo pertinente a la materia de audiencias públicas.


    Con respecto al material de trabajo primario de nuestra investigación, este recoge sobre todo el emitido por la propia Corte Federal, en formato papel (la colección oficial de Fallos) y digital (a través de su web oficial y del Centro de Informaciones Judiciales –CIJ–), tanto para las acordadas adoptadas por aquella Corte, las convocatorias a audiencias públicas, como para las sentencias ulteriores y/o previas. Además de relevar los videos disponibles en el CIJ de las audiencias públicas del período postacordada, en ocasiones se contó también con los registros personales en calidad de “público” presente en varias audiencias públicas. En todos los casos, se atendió con distinto énfasis a diversas publicaciones de la prensa escrita con un doble propósito: rescatar algún dato faltante o ignorado y calibrar el grado de repercusión de las propias audiencias.


    El plan de exposición se organiza a través de cuatro grandes partes:


    


    
      	El contexto en que emerge aquella Corte y la adopción de la práctica de audiencias.


      	El texto general de la oficialización de esa práctica a través de su autorregulación.


      	La acción desplegada en aquellas audiencias públicas.


      	El retorno al texto, esta vez de los textos particulares de las sentencias ulteriores a las audiencias públicas.

    


    De varias maneras, las dos primeras partes pueden verse como introductorias a las dos últimas, que presentan el núcleo duro de la investigación. Puesto que al comienzo de cada parte se explicita el contenido específico de los capítulos en que están subdivididas, aquí sólo se trazarán sus grandes líneas. La parte I recupera el contexto de conformación de la nueva Corte, con su elenco de siete jueces, hasta su última reducción, e inscribe el inicio de la práctica de las audiencias públicas en medio de otras múltiples iniciativas cortesanas de entonces, hasta los prolegómenos del dictado de la acordada de 2007. La parte II se detiene en el texto de esa regulación, analiza sus fundamentos y el conjunto de reglas que se establecieron para darles forma, así como ciertas repercusiones reglamentarias posteriores en otros ámbitos. En las partes III y IV se pasa a los tres momentos que conforman el contínuum de las audiencias públicas: su antes (momento de selección de la causa y convocatoria), su durante (el día de la audiencia con las dinámicas que asumieron y los diálogos generados) y su después (los impactos constatables en las sentencias ulteriores). Así, la parte III presenta con detenimiento las audiencias públicas en acción bajo el período seleccionado, tanto antes como después de la acordada de 2007; presta especial atención a distintos aspectos de corte cuantitativo y cualitativo para acotar el corpus de trabajo y delimitar los contornos de la práctica (el número de audiencias realizadas, las causas de las que formaron parte, los temas seleccionados y los sujetos implicados); atiende al antes y durante de las audiencias y ensaya una presentación de las dinámicas asumidas y las deliberaciones que se presentaron. La parte IV, luego de delimitar y caracterizar el universo de causas con sentencias ulteriores a las audiencias, propone una tipología de usos del material de las audiencias y una gradación de su intensidad que permite evaluar su impacto en las decisiones. Sobre el final, se explicitan algunas reflexiones provisionales.


    Como suele decirse y esta no es la excepción, este libro no hubiera sido posible sin el apoyo y la colaboración de varias personas. En sus inicios, de todos los miembros, ocasionales y permanentes, del Instituto de Derecho Constitucional del Colegio de Abogados de La Plata, entre ellos María Arrarás, Emanuel Lovelli y en especial Esteban Stafforte. Roberto Gargarella leyó el manuscrito de este trabajo y nos hizo valiosas críticas y sugerencias que ayudaron a mejorarlo sustancialmente. Por último, en la vertiginosa etapa de publicación, el equipo editorial de Siglo XXI, con su cordialidad y precisión, resultó indispensable. Vaya nuestra gratitud y reconocimiento a todos ellos. Las imperfecciones que subsisten corren por nuestra cuenta.


    


    
      
        [1] En el STF de Brasil, las audiencias se habilitaron por vía legislativa (Ley 9868/1999) y se difunden por TV Justicia a partir de la Ley 10.461/2000 (Sombra, 2015: 2-3), sin perjuicio de posteriores reformas al judiciario por vía de emenda constitucional 45/2004 (Gross Cunha, 2011). En el caso de la actuación de la Corte Constitucional de Colombia, se advierte la influencia de la propia Constitución de 1991 (Gargarella, 2014b: 338-339).

      


      
        [2] Esta articulación entre lo procesal y la tecnología disponible en la Argentina era propuesta por un solitario texto de los años sesenta para todo procedimiento judicial: “Hace un siglo, por publicidad sólo podía entenderse el acceso directo del público a los actos del procedimiento o a su publicación por la prensa. Hoy comprende todo eso, pero también cada vez más, su difusión por otros medios a veces más accesibles al gran público, como la radiotelefonía; o más objetivos, como la fotografía y la televisión, que transforman en ‘público’ –auditivo y visual– no sólo ya al ciudadano que concurre a la audiencia, sino a todo aquel que sintoniza la audiencia que transmite la misma” (Bavasso Roffo, 1961: 15).

      


      
        [3] Carlos Nino señala que “la perspectiva usual de que los jueces están mejor situados que los parlamentos y que otros funcionarios elegidos por el pueblo parece ser la consecuencia de cierto tipo de elitismo epistémico. Este último presupone que, para alcanzar conclusiones morales correctas, la destreza intelectual es más importante que la capacidad para representarse y equilibrar imparcialmente los intereses de todos los afectados por la decisión” (2003: 260).

      


      
        [4] La Corte de nueve miembros había convocado a audiencias públicas en la causa “González, Antonio Erman” de 1990 (Fallos, 313:122); en la causa de privatización de aeropuertos “Jorge Rodríguez” de 1997 (Fallos, 320:2851); en las de las candidaturas de senadores por Chaco y Corrientes de 1998, “Provincia de Chaco” (Fallos, 321:3236) y “Tomasella Cima” (Fallos, 322:2370). Luego, ya con otra composición parcial, se convocó a una “audiencia conciliatoria” en 16/3/2004 acerca de avatares de la crisis institucional que afectaba a la ciudad de San Luis (“Ponce”, 24/2/2005, Fallos, 328:175) (véanse Sacristán, 2009: 981-982; ADC, 2006: 21).

      

    

  


  
    Parte I


    Las audiencias públicas en contexto
Emergencias de una nueva Corte

  


  
    


    Esta parte se ocupa de los contextos que enmarcan el surgimiento de la práctica de las audiencias públicas hasta los instantes previos a la adopción de la Acordada 30/2007 que les otorgó estatuto formal. Ante todo, se vuelve sobre la crisis general y de la administración de justicia en particular, de la cual emerge la nueva Corte cuya actuación hasta la reducción de su elenco delimita y caracteriza el período de esta investigación. En relación con las atípicas circunstancias de su conformación, se enfatiza el inicio de un proceso de renovación institucional para hacer frente a las secuelas de la emergencia por la que atravesaba junto con el resto del sistema político. Ello se tradujo en un conjunto de decisiones y medidas tendientes a generar una identidad propia a través del uso de renovados mecanismos con impacto en su forma de actuar, de decidir, y de relacionarse con los poderes políticos, con el resto del Poder Judicial y con la sociedad. A grandes rasgos, todo aquello apuntaba a generar, por un lado, una especie de “efecto vidrio” a partir de una política de la transparencia; y por otro, la “apertura de una puerta” que dejase entrar a la ciudadanía para intervenir en el foro cortesano.


    Esta parte se subdivide en tres capítulos. Comienza por la conformación de la nueva Corte de siete miembros, luego de la crisis que atravesó el país a fines de 2001 y principios de 2002, cuando se inicia la renovación de su elenco, hasta la posterior reducción y desintegración transitoria de su membresía al cabo de casi una década (capítulo 1). A continuación, se presenta un panorama de disímiles y yuxtapuestas iniciativas cortesanas, a partir de una distinción dual: las llamadas “acordadas de la transparencia”, desde su irrupción temprana hasta la adopción de la regulación de las audiencias públicas en 2007; y el concomitante relanzamiento de espacios tradicionales de sociabilidad judicial (capítulo 2). Por último, se entrelazan con lo anterior los inicios de la entonces nuda práctica de las audiencias públicas en ciertas causas relevantes y algunas circunstancias que precedieron al dictado de la acordada de las audiencias (capítulo 3).

  


  
    1. Del “Fuera la Corte” hacia “Una Corte para la democracia”


    En el conflictivo escenario económico, social y político que atravesó la Argentina durante los comienzos del nuevo milenio, los tribunales no escaparon a la crítica generalizada que la sociedad movilizada lanzó hacia las instituciones de gobierno y la política representativa.


    Quizá por primera vez en la historia institucional local, la Corte Suprema de Justicia de la Nación fue interpelada por las multiformes protestas callejeras y, bajo la bandera “Fuera la Corte”, se constituyó en blanco específico del lema “Que se vayan todos”, dirigido contra los actores asociados a la representación política. La cabeza del Poder Judicial era entonces visibilizada como un actor político más entre los otros poderes del Estado ante quienes se canalizaban los reclamos y, en sus estrados –y por fuera de estos–, se daban cita distintos grupos de protesta que hacían escuchar sus quejas y reclamaban la renuncia de los jueces.[5]


    Existe cierto consenso sobre la caracterización de este clímax de deslegitimación y desprestigio como el corolario de una trayectoria que cristalizó en la llamada “Corte de los noventa”. Como se sabe, en abril de 1990, por iniciativa de la presidencia de Carlos Menem, el Congreso sanciona la Ley 23.774, mediante la que se aumentaba de cinco a nueve el número de ministros integrantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Esta ampliación permitió al presidente nombrar a un grupo de jueces afines que conformarían lo que se conoció como la “mayoría automática”, que luego avaló y legitimó una serie de actos, medidas e intereses de aquel gobierno.[6]


    [image: ]


    Protestas públicas contra la Corte de los nueve.

    Fuente: Gentileza del diario El Día, 18 de enero de 2002.


    


    Salvo una modificación parcial de nombres ocurrida por dos renuncias en ocasión de las negociaciones previas a la reforma constitucional de 1994, esa Corte de nueve miembros continuó su actuación una vez terminado el mandato presidencial que le diera origen y también más allá del breve período de la presidencia de Fernando de la Rúa, interrumpida en diciembre de 2001. El clima de tensión siguió caracterizando las relaciones entre la sociedad, los poderes políticos y la Corte durante la presidencia provisional de Eduardo Duhalde (de enero de 2002 a mayo de 2003), y la Cámara de Diputados de la Nación se sumó a los cuestionamientos del Máximo Tribunal y promovió el procedimiento de responsabilidad conocido como “juicio político” contra todos los jueces que la integraban.[7] A pesar de que la iniciativa no prosperó, muy pronto comenzó un paulatino e inédito proceso de renovación de la membresía que desembocaría en la nueva Corte de siete miembros, bajo cuya actuación se gestaría un amplio proceso de renovación institucional que incluyó de manera central a las audiencias públicas.


    La primera vacante en la Corte de nueve jueces se produjo durante octubre de 2002 con la renuncia del ministro Gustavo A. Bossert, quien alegó “cansancio moral”; otras seis se generarían por retiro o por remoción, este último mecanismo no se hacía efectivo en ese alto nivel desde 1947. Estas bajas serían las renuncias de ministros nombrados en los años noventa ante la amenaza de juicio político (Julio S. Nazareno, Guillermo A. F. López y Adolfo R. Vázquez, en junio y diciembre de 2003 y septiembre de 2004 respectivamente), las destituciones por el Senado de otros dos jueces supremos de aquella década (Eduardo Moliné O’Connor y de Antonio Boggiano)[8] y el retiro de un juez designado en los años ochenta (Augusto C. Belluscio), al cumplir 75 años, tope etario establecido por la reforma constitucional.[9] Hacia mediados de 2005, el lema “Que se vayan todos” era una realidad, al menos parcial, con relación al elenco de aquella Corte Federal de nueve miembros.


    Esa paulatina desintegración de más de la mitad del elenco del Alto Tribunal que constituyó la Corte de los Noventa no fue, sin embargo, la única novedad de ese entonces. En medio de las protestas callejeras contra la propia cúspide del Poder Judicial de la Nación y la traducción de ese reclamo por parte de los órganos políticos debilitados que caracterizaron al gobierno de transición luego de la renuncia a la presidencia de De la Rúa, sectores profesionalizados de la sociedad civil conformaron el foro conocido como “Una Corte para la Democracia”, en el que participaron reconocidas ONG vinculadas al trabajo especializado en materia de justicia e incidencia legal y con sede en la ciudad de Buenos Aires: la Asociación por los Derechos Civiles (ADC), el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), la Fundación Poder Ciudadano, la Unión de Usuarios y Consumidores, la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) y el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales (Inecip).


    En un valioso intento por desligar el debate sobre el rol que debía asumir la Corte de los avatares de la política cotidiana y, a la vez, para reencauzarlo hacia un plano técnico y darle entidad propia (“Poner la reforma y rediseño institucional de la Corte en la agenda pública”), este foro elaboró y dio a conocer, desde enero de 2002, una serie de documentos tendientes a pensar el problema de la deslegitimación del tribunal más allá de “los nombres de algunos jueces” que lo integraban, para circunscribirlo “a una cuestión de diseño institucional” (ADC, 2008: 30). Los documentos ligaban la falta de legitimidad de la Corte al tradicional proceso de designación y remoción de sus miembros y efectuaban una serie de propuestas para asegurar mayor transparencia, participación ciudadana y posibilidades de control. Las audiencias públicas figuraron de inmediato entre las primeras iniciativas, como una herramienta poderosa para alcanzar estos objetivos, a tal punto que se propuso realizar una en el Senado previa a que se prestara el acuerdo necesario para el nombramiento del candidato elegido por el Ejecutivo y en la que la ciudadanía pudiera presentar cuestionamientos y los senadores –en “coloquio público” televisado–, interrogar al candidato sobre “sus antecedentes profesionales” así como sobre “cuestiones de fondo” (Una Corte para la democracia II). Luego, el núcleo de ONG presentaría un programa específico de reformas para mejorar el funcionamiento de la Corte Suprema en el que se incluiría también a las audiencias públicas como parte del proceso de toma de decisiones judiciales a fin de ampliar el debate y permitir el control de su labor (Una Corte para la democracia III).


    Una primera recepción oficial de algunas de estas propuestas llegó en junio de 2003, en el marco de un nuevo gobierno que asumía sus funciones en condiciones muy particulares: casi siete meses antes del inicio formal de su mandato y con sólo el 21,9% de los votos, dada la sorpresiva suspensión de la segunda vuelta electoral. Luego de la designación de Juan Carlos Maqueda como ministro de la Corte a fines de 2002, bajo la presidencia interina de Duhalde, en un proceso cuestionado por varios sectores a causa de su inusual rapidez, falta de transparencia y de participación ciudadana, el presidente Néstor Kirchner dictó el Decreto 222/2003 que limita el ejercicio de la histórica facultad constitucional del presidente para postular ante el Senado a los candidatos a magistrados de la Corte Suprema (art. 99, inc. 4, párr. 1 de la CN).[10] Esta autorregulación de la discrecionalidad del Ejecutivo en las nominaciones se da a través de dos vías concurrentes. Por un lado, añade explícitas exigencias que deben reunir los candidatos, actualiza los escasos requisitos exigidos por la Constitución (aptitud moral, idoneidad técnica y jurídica, trayectoria, compromiso con la defensa de los derechos humanos y valores democráticos) y señala que se debe tener presente “en la medida de lo posible” que la composición total de la Corte refleje la diversidad de género, especialidad y procedencia regional (arts. 2 y 3 del Decreto 222). Por otro, el decreto establece un breve y novedoso procedimiento de preselección que se inicia con la difusión del nombre y antecedentes curriculares del candidato propuesto por el Ejecutivo (art. 4); a continuación determina un plazo de quince días dentro del cual “ciudadanos en general”, ONG, colegios y asociaciones profesionales, entidades académicas y de derechos humanos puedan expresar por escrito “observaciones y circunstancias que consideren de interés” respecto del candidato (art. 6); y culmina cuando el Ejecutivo dispone de manera discrecional elevar –o no– el nombre de la persona preseleccionada, con la única condición de hacer “mérito de las razones que abonaron la decisión” (art. 9). De esta forma, el presidente elige “dos veces al mismo candidato: cuando lo propuso a la opinión pública y en el momento en que, después de oírla, envió el pliego al Senado” (Gelli, 2004: 1134).


    Esta gran apuesta a la transparencia, combinada con una tenue apertura a la participación dispuesta por el Ejecutivo, se completa con la modificación que el Senado introdujo en julio de ese mismo año en su propio Reglamento al pautar la exigencia constitucional de prestar acuerdo para todos los jueces federales en “sesión pública” (art. 99, inc. 4, párrs. 1 y 2 de la CN). Como puede apreciarse, esta reforma también tiende a aumentar la publicidad y cierta participación ciudadana mediante la inclusión de una audiencia pública, donde personas y organizaciones de la sociedad civil que tengan interés particular expresen su opinión acerca del candidato propuesto, aunque sin poder formular preguntas de viva voz. Una vez finalizada dicha audiencia, la comisión de Acuerdos del Senado debe producir un dictamen fundado en el que aconseje hacer lugar o rechazar el pedido de acuerdo solicitado por el Ejecutivo.


    Según el nuevo régimen de selección de magistrados, entre fines de 2003 y principios de 2005 el presidente Kirchner designó como miembros de la Corte Federal a Eugenio R. Zaffaroni (Decreto 932/2003), Elena Highton de Nolasco (Decreto 752/2004), Ricardo L. Lorenzetti (Decreto 1878/2004) y Carmen M. Argibay (Decreto 54/2005), e incluyó de este modo a las dos primeras mujeres que integraron el tribunal en democracia.[11] Estos cuatro flamantes magistrados se sumaron al elenco de jueces supremos subsistentes: Juan Carlos Maqueda y los únicos dos ministros que permanecían desde la presidencia de Raúl Alfonsín (Carlos S. Fayt y Enrique S. Petracchi).[12] De esta forma, aquel heterogéneo conjunto de ministros designados bajo tres gobiernos distintos –pero ninguno en los años noventa– completó la nómina de la nueva Corte. Desde entonces y hasta fines de 2006, la institución funcionó con estos siete miembros de hecho, a pesar de que el Alto Tribunal prosiguió por un tiempo con la composición formal de nueve jueces dispuesta por la ley sancionada en el lejano 1990. La prolongación de esta ambivalencia en la membresía se debió a que nunca se cubrieron las últimas dos vacantes generadas en 2005 por la renuncia de Belluscio y la destitución de Boggiano.[13] Mientras esta situación atípica persistiera, el tribunal debía adoptar las decisiones con una mayoría de al menos cinco magistrados o bien considerar la integración de conjueces.[14]


    La regularización llegó con la sanción de la Ley 26.183 en noviembre de 2006, luego de una ardua polémica (Litvachky y Zayat, 2007: 132-134). Se pergeñó allí –por primera vez en toda la vida institucional de la Corte– un sistema de transición para la reducción gradual hasta que se alcanzara en el futuro una Corte permanente de cinco miembros (inmediata, de 9 a 7; mediata, de 7 a 6 y por último de 6 a 5).[15] Como se sabe, en los hechos esta transición programada se extendió por casi una década y recién se consumó cuando acaecieron tres vacantes sucesivas: por el fallecimiento de dos de los miembros en 2014 (Carmen Argibay el 10 de mayo y Enrique Petracchi el 12 de octubre) y por una posterior y anunciada renuncia (de Eugenio Zaffaroni) a partir del 1º de enero de 2015.[16] Por último, en septiembre del mismo año, el juez decano de la Corte (Carlos S. Fayt) presentó su renuncia con efecto a partir del 11 de diciembre.[17] De este modo, durante 2014, concluía la “transitoria” y prolongada Corte de siete jueces, tenía lugar por un brevísimo lapso la Corte de seis y poco después se iniciaba la Corte “permanente” de cinco magistrados, que quedaría reducida a tres cuando durante 2015 se efectivizaran, sin nuevos nombramientos inmediatos, las renuncias antes referidas.


    En suma, aquella nueva Corte de siete, aunque pensada legalmente como de transición desde 2006, se mantuvo inalterada en su composición por casi una década, hasta 2014, y superó el lejano y aislado sexenio en que la Corte Suprema había contado con un elenco legal de siete miembros (1960-1966). En varios sentidos, aquella Corte no tenía antecedentes en la más que centenaria historia del tribunal y alentaba esperanzas de un cambio institucional más amplio. Por lo pronto, se distingue de todos los abruptos recambios de la Corte ocurridos desde mediados del siglo XX al haber renovado casi por completo su composición en forma paulatina y mediante un mejorado proceso de selección de los nuevos jueces, con alta transparencia y cierta participación ciudadana, lo que trajo como resultado un infrecuente pluralismo y calidad técnica en su composición, incluso con presencia de género ininterrumpida durante casi una década.


    Ahora bien, aquel contexto poscrisis en que se forjara esa nueva Corte la enfrentaba a la doble demanda de diferenciarse de su predecesora –teñida de una politización ligada a su dependencia del Poder Ejecutivo– y, a su vez, de “reconstruir legitimidad” para fortalecer sus vínculos con la sociedad.


    En ese sentido –y en lo que más interesa a este trabajo–, a medida que se conformaba el nuevo elenco, empezaron a conocerse manifestaciones públicas a favor de adoptar ciertas innovaciones por parte de los tres sucesivos presidentes del Alto Tribunal: Carlos S. Fayt (segundo semestre de 2003); Enrique S. Petracchi (2004-2006); Ricardo L. Lorenzetti (2007-2009 en adelante),[18] entre las que se incluía la práctica de audiencias públicas supremas.


    Hacia mediados de 2003, la prensa se hizo eco de los dichos del presidente interino Carlos S. Fayt, quien anunció su propósito general de realizar “grandes cambios” hacia el interior de la Corte Suprema, entre los que incluyó a las audiencias públicas “en los expedientes vinculados con temas ‘altamente sensibles’”.[19] En similar sintonía, a fines del mismo año, Enrique Petracchi, al dar cuenta del programa que impulsaría en su próxima gestión al frente del Alto Tribunal, también se pronunció a favor de la realización de audiencias públicas “en expediente trascendentes”, aunque según dijo “su implementación es resistida hasta por prestigiosos abogados, que no se sienten a gusto exponiendo oralmente”.[20] Por su parte, Ricardo Lorenzetti, en un discurso pronunciado ante jueces al inicio de su presidencia en 2007, sin referirse explícitamente a las audiencias, expresó que uno de los ejes del proyecto de renovación, reconstrucción y fortalecimiento de la Corte en el período poscrisis se centraba en “reconstruir los deteriorados vínculos entre el Poder Judicial y la sociedad”, e incluía tanto la apertura de canales de participación ciudadana y ampliación del acceso a la justicia como “mejorar [la] identidad” diferencial del Poder Judicial “frente a los otros poderes”.[21]


    Esas notables coincidencias en las declaraciones públicas iniciales de sucesivos presidentes del tribunal parecen marcar el temprano consenso hacia su interior sobre la pertinencia de impulsar la práctica de las audiencias públicas como parte fundamental de un conjunto de innovaciones que asumían un discurso de la modernización, en gran parte sostenido por las consignas de la transparencia, la rendición de cuentas y la apertura a cierta participación que quiebre con el pasado. Asimismo, en paralelo, este proceso de renovación también procuró utilizar y reconstruir una tradición propiamente judicialista de documentos, espacios y símbolos que permitieron a lo largo de la historia distinguir y separar a los letrados jurídicos, y a los miembros del Poder Judicial en particular, de la sociedad en general. Esta combinación habría generado en la práctica una dinámica de difícil convivencia entre la apertura del tribunal hacia la sociedad y la construcción de una identidad propia de la Corte ligada a la distinción jerárquica de los letrados jurídicos y agentes judiciales ante su “público”. En consecuencia, es pertinente repasar esas iniciativas cortesanas concomitantes a la puesta en práctica de las audiencias públicas que se registran a través de dos avenidas paralelas: por un lado, el abundante uso de reglamentaciones por medio de acordadas hasta arribar a la regulación de las audiencias, que reproduce el mismo esquema de respuesta al reclamo popular que habían generado las instituciones políticas (“autorregulaciones” y “autolimitaciones”); por otro, el renovado aliento brindado a los tradicionales espacios de sociabilidad judicial.


    


    
      
        [5] Mauro Benente distingue tres grupos dentro de las protestas que tenían lugar ante la Corte en aquel momento: la Asociación de Abogados Laboralistas (AAL), los “deudores no pesificados” y los “ahorristas” que reclamaban por los distintos efectos negativos de la política económica denominada “pesificación” (2010: 233). Por otra parte, desde una observación etnográfica del tribunal en un período ampliado, Leticia Barrera aporta una clasificación de las protestas en “esporádicas”, como la llevada a cabo por el Colegio de Abogados de CABA (Ciudad Autónoma de Buenos Aires) en febrero de 2006, y “permanentes”, entre las que ubica las efectuadas por los ahorristas los martes; las protestas de los jubilados los jueves y los actos de Memoria Activa de los lunes, en homenaje a las víctimas del atentado contra la AMIA (Asociación Mutual Israelita Argentina) (2012: 64).

      


      
        [6] Diversas críticas a la Corte de los Noventa pueden encontrarse en: Verbitsky (1993); Oteiza (1994: 189-204); Carrió (1996: 153-212); Gil Domínguez (2002: 12-17) y Santiago (2014). Sobre el perfil de los integrantes de esa Corte, véase Fundación Poder Ciudadano (1997: 41-92).

      


      
        [7] Un desarrollo de las causales por los que fueron acusados la totalidad de los jueces de esa Corte en: Comisión de Juicio Político de la H. Cámara de Diputados de la Nación (2002).

      


      
        [8] Destituciones ocurridas a fines de 2003 y en septiembre de 2005, respectivamente. Las impugnaciones a ellas fueron rechazadas por una Corte integrada por nueve conjueces: en 1/6/2004, “Moliné O’Connor, Eduardo s. su remoción” (Fallos, 327:1914) y “s. su juicio político” (Fallos, 327:2048); en 16/8/2006, “Boggiano, Antonio s. recurso de queja” (Fallos, 329:3235).

      


      
        [9] El art. 99, inc. 4, párr. 3 de la CN requiere un nuevo acuerdo del Senado para que los magistrados federales, entre ellos los integrantes de la CSJN, se mantengan en sus cargos una vez cumplida esa edad. En esa ocasión, Belluscio alegó que su renuncia se imponía por haber firmado la sentencia en el caso “Fayt” (19/8/1999, Fallos, 322:1616), en el que se invalidó esa cláusula suprema con relación al magistrado homónimo.

      


      
        [10] Dos meses después del Decreto 222/2003, su régimen se extiende por Decreto 588/2003 para jueces de tribunales inferiores y miembros de las dos ramas del Ministerio Público.

      


      
        [11] Se supera en número y legitimidad de origen al único antecedente de género en la Corte de los años setenta: Margarita Argúas (1970-1973), designada por el presidente de facto Roberto Levingston. Para el impacto del género en la administración de justicia, véanse Kohen (2005) y Bergallo (2007).

      


      
        [12] En definitiva, el presidente Kirchner –con cuatro designaciones en cuatro años y medio de mandato– se ajustó a la media histórica posterior a la vuelta a la Democracia de un nombramiento por año de gobierno (Benedetti, 2005), con la sola excepción del presidente De la Rúa, que no realizó ninguna designación.

      


      
        [13] De hecho, nunca se inició el trámite de preselección para cubrir tales cargos, a pesar de que el Decreto 222/2003, firmado por el propio presidente Kirchner, prescribe que debe activarse en treinta días de producida una vacante.

      


      
        [14] Por caso, ante una causa en que el tribunal contaba con sólo tres de esos siete jueces, su elenco se integró con seis conjueces hasta llegar al número legal de nueve miembros, en “ADC y otros c. Poder Judicial de la Nación”, 21/11/2006 (Fallos, 329:5261).

      


      
        [15] La otra reducción de miembros de la Corte (de 7 a 5) fue bajo la dictadura de Onganía en 1966.

      


      
        [16] La renuncia es aceptada al día siguiente por Decreto 1892/2015 (BO, 16/9/2015).

      


      
        [17] Esta renuncia anticipada es aceptada rápidamente por Decreto 2044/2014 (BO, 3/11/2014).

      


      
        [18] Fayt fue elegido por sus pares para ejercer de manera interina la Presidencia del Ttribunal ante la renuncia al cargo de vicepresidente del tribunal del todavía juez Moliné O’Connor en el Acuerdo 14 del tribunal de 4/7/2003 (Fallos, 326:4040). Petracchi fue presidente del 1º enero de 2004 hasta 2006 inclusive, electo el 17/11/2003 (Acordada 31/2003, Fallos, 326:5037). Lorenzetti fue elegido para el período del 1º enero de 2007 a 2009 inclusive (Acordada 32/2006, Fallos, 329:6091) y continúo desempeñando la presidencia en forma ininterrumpida por reelecciones consecutivas de sus pares con mandato hasta 2018.

      


      
        [19] I. Hauser, “Fayt trata de diferenciarse de Nazareno y quiere hacer cambios”, Página/12, 7/8/2003.

      


      
        [20] En ocasión de participar en un panel en la presentación anual del “Informe sobre situación de los derechos humanos en Argentina” del CELS (V. Ginzberg, “Un Petracchi caliente en la presentación del CELS”, Página/12, 3/12/2003). Poco después, en reportaje periodístico, señala: “Los ejes del plan de reformas son tres: eficacia, transparencia y acceso a la justicia” (entrevista realizada por A. Ventura, “Habrá juzgados abiertos las 24 horas”, La Nación, 15/5/2004). Y en la que sería la última entrevista en profundidad, Petracchi recuerda su propia actuación ante la pregunta sobre “las posibilidades de abrir la participación pública en los procesos judiciales a través de herramientas como la audiencia pública o la presentación de amicus”: “Las audiencias las propuse en la época de la Corte menemista. Como ellos llegaron en mi última presidencia, aceptaron las primeras audiencias que yo había propuesto. Después, ya no más, y ahora tuve el acuerdo de mis nuevos colegas” (Petracchi, entrevista, 2014: 170).

      


      
        [21] En II Conferencia Nacional de Jueces: “Poder Judicial, Independencia, gestión y servicio a la sociedad” (Lorenzetti, 2007).

      

    

  


  
    2. Las “acordadas de la transparencia” y los espacios de sociabilidad judicial


    Una de las tareas para posicionar a esa Corte en su nuevo rol, a la par de su labor estrictamente jurisdiccional, fue la búsqueda de un lenguaje propio para expresar y visibilizar el nuevo rumbo institucional del tribunal que pareció encontrarse a través de reciclar, redimensionar e incrementar el uso de los acuerdos de sus integrantes. Como es sabido, las acordadas de la Corte se emiten en ejercicio de la histórica facultad reglamentaria de organización interna –incluido lo procesal– otorgada por la Constitución de 1853-1860 (ex art. 99) y por normas infraconstitucionales de 1863 y 1902.[22] Durante ese largo tiempo, el tribunal utilizó estos documentos no sólo con aquellos fines. En efecto, mientras dictaba acordadas que priorizaban “el orden y la jerarquía”[23] y enfatizaban la “reserva” de la labor judicial,[24] también supo emitirlas como modo de intervención pública y expresión política. Seguramente el caso más emblemático es la criticable acordada de 1930, reiterada en 1943, en las que se reconocieron gobiernos surgidos por sendos golpes de Estado; y entre tantas otras, las emitidas en distintos tiempos para posicionarse contra intentos de ampliación del número de miembros del tribunal o de división en salas, o las que dispusieron la exención a los jueces del pago del impuesto a las ganancias.


    A su vez, la reforma constitucional de 1994 recortó en parte dicha facultad por la supresión de una expresión (actual art. 113 de la CN),[25] y por la reconocida al Consejo de la Magistratura que se creaba (nuevo art. 114, inc. 6 de la CN).[26] Sin embargo, estas modificaciones no enervaron aquella atribución suprema de autorregulación, e incluso se la reactualizó legislativamente en 2001.[27]


    Con ese marco actualizado, estos renovados y multifacéticos acuerdos de jueces supremos apuntarán, cada uno a su manera, a la reorganización funcional-administrativa del Alto Tribunal y de su propia actuación jurisdiccional. Observadas estas acordadas en conjunto, se pueden advertir sendas líneas concurrentes: el diseño de una inédita estrategia comunicacional de la actividad, a partir de la intensa utilización de las nuevas tecnologías digitales e incluyendo la transparencia del trabajo jurisdiccional; y una estrategia también sin precedentes, aunque de menor intensidad, para la ampliación de la participación ciudadana como auxilio en los procesos decisorios a su cargo.


    Sin perjuicio que para este trabajo interese en especial el trienio de la presidencia de Petracchi, pues allí se hacen las primeras audiencias públicas y, sobre todo, la posterior y renovada presidencia de Lorenzetti, que es cuando esta práctica se incrementa y establece de manera definitiva, resulta conveniente iniciar un rápido repaso desde diciembre de 2003 hasta noviembre de 2007, fecha del dictado de la acordada que regula las audiencias públicas. A continuación, se mencionan algunos de esos ingentes acuerdos del Alto Tribunal, dispuestos en orden cronológico y por la respectiva presidencia de la Corte; aquí se evidencia la creciente presencia de los nuevos integrantes.


    Presidencia interina del juez Carlos S. Fayt


    
      	Publicidad de la información relativa a la circulación de expedientes (Acordada 35/2003).[28]



      	Publicación del cronograma de acuerdos en casos sobre “materias de trascendencia institucional” (Acordada 36/2003).[29]



      	Relanzamiento digital de la base de datos de la publicación oficial de Fallos de la Corte Suprema (Acordada 37/2003).[30]


    


    Presidencia del juez Enrique S. Petracchi


    
      	Difusión de contenidos e información de la web del tribunal que incluyen, entre otras, la nómina de autoridades, personal, actos administrativos, contrataciones, estadísticas (Acordada 1/2004),[31] luego ampliada y extendida por otros acuerdos.





OEBPS/Images/01.png





OEBPS/Images/114666.png





OEBPS/Images/cover_fmt.png
LLas audiencias
publicas de la
Corte Suprema

Apertura y limites de la
participacion ciudadana
en la justicia

Miguel Angel Benedetti
Maria Jimena Saenz

siglo veintiuno coleccion
ediores derecho y politica





